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REGISTRO CIVIL 


Dirección General 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 17 de marzo de 2004 


(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Andrés Oribe. 


MIEMBROS: Señores Representantes Guzmán Acosta y Lara, Miguel Guzmán, Nora Castro y María 
Alejandra Rivero Saralegui. 


INVITADOS: Por la Dirección General del Registro Civil, doctor Álvaro Garcé, Director; señor Federico 
Monteverde y doctor César Baroffio. 


SEÑOR PRESIDENTE (Oribe).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Legislación del Trabajo tiene el gusto de recibir a una delegación del Registro de Estado 
Civil, integrada por su Director, el doctor Alvaro Garcé, el señor Federico Monteverde y el doctor César 
Baroffio. 


Como es costumbre de la Comisión, siempre que asiste un gremio damos la opción a la otra parte de hacer 
los descargos correspondientes. 


SEÑOR GARCÉ.- Para nosotros es un gusto ser recibidos por esta Comisión. 


Tuvimos oportunidad de leer la versión taquigráfica de la sesión correspondiente al 8 de marzo, a la que 
asistió una delegación de funcionarios del Registro de Estado Civil. En ese momento tomamos conocimiento 
de la invitación que se nos iba a cursar. Inmediatamente nos pusimos en contacto con la Presidencia de la 
Comisión para adelantar nuestro propósito de venir a aclarar todo lo que fuera necesario. 


Esta semana los acontecimientos han sido favorables y en este momento estamos próximos a una solución en 
el Registro de Estado Civil. En el día de ayer hubo una asamblea y los funcionarios aceptaron por 
unanimidad la propuesta que hizo el Ministerio de Educación y Cultura. Por lo tanto, solo restaría, de acuerdo 
con lo que se nos hizo saber, que se instrumente por escrito la fórmula acordada. Los funcionarios nos han 
hecho saber que este reclamo de la instrumentación por escrito obedece al simple propósito de dar la mayor 
estabilidad al acuerdo, pensando en un eventual cambio de autoridades. 


A pesar de que la solución está muy cerca, es bueno que podamos hacer algunas aclaraciones en torno a cómo 
se llegó a este conflicto y a cómo hemos salido de él. Asimismo, queremos plantear a la Comisión un 
problema que asoma a raíz de la aprobación del Decreto N* 67, del 19 de febrero de este año. 


A este conflicto que vivió el Registro Civil en los meses de febrero y marzo se llegó por la forma de 
liquidación del denominado vale de promoción social. Los señores legisladores ya saben que esta partida 
extrasalarial que perciben los funcionarios tiene su fuente en el artículo 292 de la Ley N* 16.320, que creó 
una sobretasa del cien por ciento al tributo que había sido creado por el artículo 417 de la Ley_N* 15.809, que 
es el Presupuesto Nacional del primer gobierno democrático. 


Esos vales de promoción social se liquidaron desde el año 1992 hasta el presente siguiendo dos criterios 
básicos. Uno de ellos fue el criterio de la distribución igualitaria entre todos los funcionarios que prestan 
servicio en el Registro de Estado Civil y por los que no se realizaron aportes a la Seguridad Social, puesto 
que no había sido requerida hasta el año 2003 la versión de esas contribuciones a la Seguridad Social. 


La fuente de financiamiento de este vale de promoción social es triple. En primer lugar, el ya citado 
artículo 292 de la Ley N* 16.320 crea una sobretasa del tributo previsto para la celebración de expedientes a 
domicilio. 


En segundo término, la otra fuente de financiamiento proviene del artículo 367 de la Ley N* 16.736, que creó 
la partida de urgente despacho. En el Registro, los testimonios de las partidas se solicitan por vía normal -esto 
tiene un costo- y por urgente despacho. Esta última vía implica el cuádruple, es decir, el costo de la partida 
común multiplicado por cuatro. Y todo lo que excede a esa partida común va con destino a la promoción 
social de los funcionarios. 


La tercera fuente de financiamiento proviene de los convenios que, de acuerdo a la Ley_N* 17.296, celebra la 
Dirección del Registro de Estado Civil con entidades públicas y privadas, por ejemplo, para proveer datos de 
defunciones u otros que sean requeridos por los contratantes. 


Esta triple fuente de financiamiento provee a los funcionarios de una cifra que está en el orden de los $ 2.000 
o $ 3.000 mensuales. 


Al tercer día de haber asumido la Dirección del Registro de Estado Civil, en enero del año 2003, se nos 
comunicó que a partir de ese momento el BPS estaba exigiendo la versión de esas contribuciones a la 
Seguridad Social. Entonces, heredamos un problema de difícil resolución, puesto que desde 1992 hasta ese 
momento el vale se había liquidado sin estas contribuciones de Seguridad Social. 


A partir de entonces, comenzamos a trabajar en distintas alternativas que ahora estarían cristalizando en una 
solución de fondo. Lo primero que hicimos fue plantear una consulta por escrito al BPS, de acuerdo con las 
normas del Código Tributario, consultando sobre la procedencia o no de la aplicación de esos aportes a la 
Seguridad Social por concepto de vales. 


Los señores legisladores se preguntarán por qué se cambió el criterio, dado que desde 1992 en adelante no se 
habían exigido las contribuciones a la Seguridad Social. ¿Por qué de un momento para otro comenzó a 
exigirse la versión de tales contribuciones? Todo surgió a raíz de una consulta que hizo la Dirección de 
Registros Públicos. Como es sabido, en el Ministerio de Educación y Cultura hay dos unidades ejecutoras 
que tienen por cometido la registración de los hechos y actos de estado civil -la Dirección General del 
Registro de Estado Civil- y de los hechos y actos que tienen que ver con la circulación de los bienes, que es 
la Dirección General de Registros Públicos. El Registro de Estado Civil registra todo lo relacionado con la 
vida de las personas, por ejemplo, su estado civil y cuestiones de filiación; los Registros Públicos lo hacen 
con respecto a la circulación de los bienes. En la Dirección del Registro Público se abona una partida similar 
a la que se paga en el Registro Civil 


Ahora bien, a fines del año 2002 aquella unidad ejecutora consultó a la Contaduría General de la Nación 
acerca de si correspondía o no la versión de contribuciones a la Seguridad Social por ese concepto. La 
respuesta que obtuvieron es que no solo esa partida que se sirve en la Dirección de Registro Público, sino 
todas las partidas de naturaleza similar que se abonaran en el Inciso 11 - Ministerio de Educación y Cultura, 
debían tributar a partir del 1” de enero de 2003 las contribuciones a la Seguridad Social. 


Por lo tanto, no por iniciativa del Registro de Estado Civil sino por efecto reflejo de una consulta que le era 
ajena, se determinó que estas partidas estaban gravadas por las contribuciones de Seguridad Social. La 
Contaduría General de la Nación es, naturalmente, como parte del Ministerio de Economía y Finanzas, un 
organismo competente para determinar esto. Pero nosotros entendimos que debíamos dirigirnos, al amparo 
del Código Tributario, al Banco de Previsión Social para que se nos explicitaran las razones por las cuales se 
entendía que el vale pasaba a ser materia gravada. 


Como resultado de esa consulta, en el mes de mayo de 2003 se nos respondió que de acuerdo con las normas 
contenidas en la Ley N” 16.713 de Seguridad Social, especialmente por la aplicación de los artículos 153 y 
167, debían considerarse materia gravada los vales del Registro Civil. En aquel momento, nosotros 
sostuvimos que estos vales carecían de naturaleza salarial y que, por ende, no era procedente la aplicación de 
los descuentos de aportes jubilatorios. En el mes de julio del año pasado interpusimos un recurso de 
revocación ante del Directorio del BPS con el fin de que se reviera la situación. Mientras se resolvía el 
recurso, acordamos con el Ministerio de Economía y Finanzas que se le diera un efecto suspensivo, es decir, 
que mientras el Directorio del BPS tuviera sobre su mesa y a consideración el recurso interpuesto por la 
Dirección del Registro de Estado Civil, no se aplicaran esos descuentos. 


El 17 de noviembre de 2003, el Registro Civil fue oficialmente notificado de que el Directorio del BPS 
consideraba definitivamente como materia gravada a estos vales. Esto es importante destacarlo. 


Leímos la versión taquigráfica correspondiente a la sesión del 8 de marzo y pudimos percibir que uno de los 
temas debatidos refería a la naturaleza salarial u otras que pudiera tener esta prestación que se sirve en el 
Registro de Estado Civil. Una vez que se han accionado las vías correspondientes, no se puede seguir 
discutiendo determinadas cosas. 


En nuestro caso hemos sostenido -lo hemos hecho por escrito- que estos vales no tienen naturaleza salarial y 
que por lo tanto no deberían aportar a la Seguridad Social. Sin embargo, una vez interpuestos y resueltos los 
recursos, en un Estado de derecho, corresponde cumplir lo que se ha dispuesto por parte de los organismos 
competentes; no es posible eternizar una discusión. 


Es así que al día siguiente de la noticia recibida el 17 de noviembre, entendimos que estos vales debían 
comenzar a aportar a la Seguridad Social. Aquí recibimos con atención el planteo de los funcionarios que nos 
decían que no estaban dispuestos a aceptar una rebaja salarial y la aplicación de contribuciones a la 
Seguridad Social luego de diez años de percibir en una situación consolidada, ya que implicaba una merma 
en sus ingresos. La Dirección General del Registro de Estado Civil entendió, al amparo de lo dispuesto por el 
inciso segundo del artículo 6” de la Ley_N* 16.002, que asistía razón a los funcionarios en cuanto ellos decían 
que no estaban dispuestos a tolerar una rebaja salarial. 


De este modo, llegamos a un problema de armonización de normas. Por un lado, de acuerdo con los ya 
citados artículos 153 y 167 de la Ley N” 16.713, estos ingresos que en forma regular y permanente perciben 
los recursos humanos del Registro de Estado Civil constituirían materia gravada y, por otro lado, una norma 
anterior de igual jerarquía, otra ley, establece claramente que en virtud de la aplicación de contribuciones a la 
Seguridad Social no se puede rebajar el salario a los funcionarios. 


Entonces, en noviembre de 2003, dijimos que de esta situación saldríamos aplicando la ley. Y la ley se aplica 
en dos sentidos: en primer lugar, hay que dar cumplimiento a lo que dispone el BPS por ser el órgano 
naturalmente competente y, en segundo término, hay que mantener el nivel salarial de los trabajadores, tal 
como dijimos en todas las oportunidades que tuvimos para hacerlo. 


En aquel momento, el propio Presidente Batlle entendió oportuno conceder una prórroga de sesenta días para 
la aplicación del criterio que había quedado definitivamente establecido. Fue así que llegamos al mes de 
febrero de este año, momento en que el problema se planteó en toda su magnitud. La Dirección General del 
Registro de Estado Civil tenía la obligación, como agente de retención y bajo responsabilidad penal, de dar 
cumplimiento a lo dispuesto por el BPS. Sin embargo, por otro lado se había comprometido ante los 
funcionarios -por corresponder legalmente de acuerdo con la Ley_N* 16.002- a que no habría ningún tipo de 
rebaja salarial. Entonces, en febrero de este año dijimos que íbamos a llegar de una forma u otra a la solución 
de este conflicto. 


Nuestra propuesta, concretada en la primera semana del mes de febrero de este año, fue tomar el promedio de 
los vales percibidos por los funcionarios durante los últimos doce meses y determinar que hasta esa cifra no 
se aplicarían descuentos; las contribuciones tanto personales como patronales serían solventadas por el 
Registro de Estado Civil. En cuanto se excediera esa cifra que rondaba los $ 2.500, los funcionarios 
tributarían los aportes personales y el Registro de Estado Civil costearía los aportes patronales. 
Lamentablemente, esa fórmula fue desechada el mismo día, primero por la asamblea de los funcionarios y 
luego por el Ministerio de Economía y Finanzas. Los funcionarios adujeron que les parecía una fórmula 
insuficiente, aunque se nos dijo que estaba bien encaminada. Por su parte, el Ministerio de Economía y 
Finanzas dijo que existían problemas de legalidad que hacían inviable esa propuesta. 


Continuamos entonces dialogando y buscando alternativas con los funcionarios. El 2 de marzo se puso a 
disposición de todos los funcionarios del Registro de Estado Civil la liquidación del vale de promoción social 
correspondiente al mes de enero en forma íntegra -es decir, sin un solo peso de descuento- y de modo 
igualitario entre todos los funcionarios. Uno de los puntos en los que mayor hincapié se había hecho por parte 
de los funcionarios era que al aplicarse contribuciones de Seguridad Social se quebraría uno de los criterios 
históricos, como era la distribución igualitaria entre todos los funcionarios con independencia del sueldo que 
estos percibieran. El 2 de marzo pusimos a disposición de los funcionarios el cien por ciento del vale 
correspondiente a ese mes, que ascendía a $ 2.240. Fue entonces que públicamente dijimos que la causa de 
este conflicto estaba, en la vía de los hechos, superada, porque queríamos dar a esa solución carácter 
definitivo. 


En este momento está pendiente la liquidación de la partida correspondiente al mes de febrero que no ha sido 
abonada porque se encuentra a estudio de la auditoría del Tribunal de Cuentas y del Ministerio de Economía 
y Finanzas, y su pago será cuestión de horas o días. 


Como dijimos al comienzo de nuestra exposición, los funcionarios nos han hecho saber su interés en que esta 
fórmula quede establecida por escrito. En una reunión que se desarrolló la semana pasada entre autoridades 
del Ministerio de Educación y Cultura y funcionarios representantes de AFURECI, quedó establecido que 
hasta la suma de $ 3.350 -que equivale al monto máximo del vale percibido durante el año 2003 por los 
funcionarios- los aportes personales y patronales van a ser cubiertos por el Registro de Estado Civil con la 
asistencia económica del Ministerio de Educación y Cultura, y que solo en cuanto se exceda esa cifra los 
funcionarios costearán los aportes personales. En ese caso, los aportes patronales serán solventados por el 
Registro de Estado Civil. 


Nos interesa destacar que a lo largo de toda esta negociación compleja y larga iniciada en el año 2003, las 
autoridades de la Dirección Nacional del Registro de Estado Civil y del Ministerio de Educación y Cultura 
actuamos con la máxima lealtad hacia los funcionarios a quienes en ningún momento se les ocultó 
información. 


También nos interesa destacar que no se corresponde con la realidad un sombrío pronóstico que se hizo en 
esta Comisión en cuanto a que el Registro de Estado Civil dejaría de funcionar en los próximos meses por la 
carga económica que le implicaba afrontar estas contribuciones. Ello no es así. Decimos esto ante los 
integrantes de esta Comisión con la máxima responsabilidad: sabemos que el Registro de Estado Civil, con la 
asistencia económica del Ministerio de Educación y Cultura, está en perfectas condiciones de solventar estos 
aportes personales y patronales. 


Si bien el panorama se ha ido aclarando en los últimos días, queda una cuestión por despejar que refiere a la 
aplicación del Decreto N* 67, de 19 de febrero de 2004. Esta norma dispone en su artículo 8”: "Los 
funcionarios declarados excedentes podrán desempeñar tareas con pase anticipado mediante resolución 
fundada del Jerarca del Inciso que requiere sus servicios, previo informe favorable de la Oficina Nacional del 
Servicio Civil. Hasta su incorporación formal mediante resolución de incorporación a la oficina de destino, 
continuarán perteneciendo a la oficina de origen y percibirán las retribuciones propias de la misma sin 
percibir las compensaciones propias de la Oficina de destino," -léase vale de promoción social pagado por el 
Registro de Estado Civil- "excepto en los casos en que por ley se otorgue derecho a las mismas". 


El problema que se nos plantea es que en este momento tenemos más de una decena de funcionarios que 
están con pase anticipado, que pertenecen a los padrones de otras unidades -como la Dirección Nacional de 
Correos o el Instituto Nacional de Alimentación- pero que desempeñan tareas en el Registro de Estado Civil 


desde hace aproximadamente un año. Les hemos pagado el vale, como corresponde, pero una lectura rápida 
del artículo 8” de este Decreto nos prohibiría hacerlo. 


Sin embargo, vamos a sostener ante las autoridades del Ministerio de Economía y Finanzas -que esperamos 
entiendan nuestro planteo-, que el Registro Civil está habilitado y tiene la obligación de pagar a estos 
funcionarios que están en pase anticipado, porque si atendemos el principio consagrado en el artículo 
mencionado no correspondería el pago salvo que una ley lo habilitara expresamente. Pero esa norma existe; 
ustedes se preguntarán cuál es. Ya la hemos citado; es el artículo 292 de la Ley N* 16.320, la que creó el vale 
de promoción social hace ya doce años, que en su inciso final faculta a la Dirección del Registro de Estado 
Civil a reglamentar la forma de percepción de estos vales. En cumplimiento de esta norma la Dirección del 
Registro de Estado Civil dictó tres resoluciones con fechas 10 de febrero de 1993, 19 de marzo de 1993 y 27 
de diciembre de 1995, mediante las cuales se establecieron los dos criterios básicos de pago que ya hemos 
mencionado: la distribución paritaria entre todos los funcionarios y que el pago se haría a todos los 
funcionarios que efectivamente prestaran tareas en el Registro Civil, en forma independiente de su inclusión 
o no en los padrones de la Unidad Ejecutora. 


De modo que nosotros, al amparo de esta norma, en los próximos días vamos a gestionar ante el Ministerio 
de Economía y Finanzas que el vale se pague sin aportes y como tradicionalmente ha sido liquidado, a todos 
los funcionarios que revistan en el Registro de Estado Civil. 


Hechas estas aclaraciones, quedamos a disposición de los señores legisladores por cualquier consulta que 


quisieran efectuar, anunciándoles que en cuestión de horas, o tal vez de días, este conflicto quede 
definitivamente superado. 


SEÑOR ACOSTA Y LARA.- La exposición ha sido sumamente clara. 
SEÑOR PRESIDENTE.- El planteo ha sido muy claro. 


En la sesión pasada no me quise aventurar a discutir sobre el pronóstico en cuanto a si el Registro tenía que 
pagar los aportes, pero me trajeron planillas de lo que aporta a Rentas Generales y, evidentemente, podían 
tener algún posible manejo como para solucionar el tema; yo no me iba a poner a hablar del tema desde 
afuera frente al gremio porque no justificaba. 


Me alegro que hayan encontrado una solución. Me ha gustado mucho cómo se ha manejado el tema con el 
gremio y con los Ministerios, así que siga adelante. 


SEÑOR GARCÉ.- Agradecemos mucho las palabras del señor Presidente y la atención de todos los 
señores legisladores, y estamos a la orden por cualquier asunto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la reunión. 


T ínaa dal nia da namrma 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


